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Pocos trabajos de investigación son 

fruto del esfuerzo aislado de un solo 

individuo. 

En el presente caso, las ideas que 

siguen (*) se concibieron en un ex­

traordinario seminario del Prof Jean 
Victor LOUIS, durante mi Licencia­

tura en Derecho comunitario en Bru­

selas, y maduraron tras repetidas visi­

tas al Prof Juan ANTONIO CARRI -
LLO. 

Ambas personas influyeron de ma­

nera decisiva en estas páginas y a ellas 

así como a la "Fundación JUAN 
MARCH", debo el más sincero reco­

nocimiento. 

También deseo mencionar la cola­

boración prestada por D. Germán RA­
MOS RUANO, jurista lingüista del 

Consejo de las CEE, quien puso a mi 

disposición su valiosa experiencia pro­

fesional con gran generosidad. 

(*)La parte especial de este estudio, el apartado B. del título 111. dedicado a: " Las apli­
caciones prácticas de la doctrina jurisprudencia! de los derechos humanos" - liber­
tad individual; igualdad ante la ley; derecho a la seguridad jurídica y a la defensa en 
justicia- con especial referencia a los "derechos procesales" de las empresas, per­
manece inédita. 
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I. LA NOCION DE DERECHOS HUMANOS. 

A. Perspectiva histórica. 

Fiel expresión de la doctrina del derecho natural(l), tradi­

ción filosófica profundamente enraizada en el pensamiento occi­

dental, la "Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudada­

no" de 1789 inaugura en Francia "una nueva era en la histo ria de 

la Humanidad"(Z) presidida por las ideas de democracia y derechos 

humanos. 

El poder político, durante tantos siglos absoluto y despótico, 

será detentado en lo sucesivo por los representantes del pueblo y 

ejercido con profundo respeto de la libertad y la igualdad. 

La Constitución, gran hallazgo jurídico de la época, permite 

la realización práctica de estos "revolucionarios" objetivos 

mediante: 

- la definición de los grandes principios sobre los que se 

asientan las nuevas instituciones del Estado()); 

- la enumeración de los derechos básicos de la persona y la 

creación de procedimientos legales adecuados para su pro­

tección. 

Así, en las sociedades herederas de estas ideas, 

derechos asumen una doble misión: 

los citados 

- proteger al individuo contra toda ingerencia abusiva del 

poder público en su esfera privada< 4 l; 

- permitir la democratización permanente de la colectividad, 

garantizando la participación de todos en la vida común(S)_ 

// COMUNIDADES EUROPEAS Y DERECHOS HUMANOS // 
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/ LA NOCION DE DERECHOS HUMANOS / 

B. Consideraciones etimológicas. 

Las ciencias sociales utilizan con frecuencia las expresiones 

"derechos del hombre o humanos"; "derechos o garantías fundamen­

tales" y "libertades públicas" en distintos contextos y sentidos. 

Esta profusión terminológica puede provocar cierta confusión 

y aconseja precisar previamente el origen, contenido y alcance de 

los citados conceptos. 

La acepción más generalizada actualmente es la de "derechos 

del hombre" o "derechos humanos", que remontándose a la época de 

la Guerra de la Independencia americana y a la Declaración 

francesa, se utilizó con posterioridad en innumerables constitu­

ciones estatales(6), así como en importantes documentos interna­

cionales elaborados bajo los auspicios de la ONU(?) y del Consejo 

de Europa< 8 >. 

No obstante, en Alemania, los juristas han utilizado tradicio-

nalmente el término "Grundrechte", que ha sido traducido a otros 

idiomas europeos como "fundamental rights"; "droits fondamen-

taux"; "diritti fondamentali" y "derechos fundamentales" .. 

Los esfuerzos por delimitar conceptualmente ambos tipos de 

denominación no han aportado resultados concluyentes< 9 l. 

Finalmente, el vocablo "libertades públicas" posee un acusado 

matiz político y económico(lO), que desaconseja su empleo e n un 

estudio jurídico. 

// COMUNIDADES EUROPEAS Y DERECHOS HUMANOS // 
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/ LA NOCION DE DERECHOS HUMANOS / 

c. Concepto. 

Siguiendo la definición propuesta por la Comisión jurídica del 

Parlamento europeo, entendemos por derechos del hombre o human o s: 

"Los provistos de garantías positivas y que son proclamados 

~ disposiciones escritas de la constitución o se inscriben en 

una tradición constitucional constante consagrada por el legisla­

dor o la jurisprudencia"(lll. 

Refiriéndonos pues a las constituciones occidentales, resulta 

posible distinguir tres grandes categorías(lZ) de derechos huma­

nos: 

l. Derechos fundamentales en sentido estricto . 

Aquellos que considerados por el legislador como inherentes a 

l a naturaleza humana, aparecen como condición indispensable de 

una vida digna y exigen una "actitud abstencionista' ' (l]) por 

parte del Estado. Así, el derecho a la libertad individual; a la 

intimidad e inviolabilidad del domicilio etc. 

2. Derechos políticos. 

Los estrechamente vinculados al funcionamiento del sistema 

democrático< 14 l, tales como, el derecho a la plena participación 

en la toma de decisiones políticas; 

las ideas; etc. 

a la opinión y expresión de 

3. Derechos económi cos , sociales y culturales. 

De origen muy reciente, obligan a los poderes públicos a 

garantizar un cierto número de prestaciones mínimas al individuo. 

Por ejemplo, el derecho al trabajo y a la seguridad social; etc. 

// COMUNIDADES EUROPEAS Y DERECHOS HUMANOS // 

Fundación Juan March (Madrid)



10 

II. EL PROBLEMA DE LA PROTECCION DE LOS DERECHOS 

HUMANOS EN LA COMUNIDAD. 

A. Planteamiento. 

a) La ausencia de un catálogo de derechos humanos en los 

Tratados constitutivos. 

Considerando los textos fundacionales como "algo más que sim­

ples acuerdos inter-gubernamentales" (lS), prestigiosos au­

tores(lG), llegan a calificarlos de "Constitución de una nueva 

forma de organización económica"(l?l, ya que los mismos 11 ins-

tituyen una estructura orgánica; confieren competencias y poderes 

a las instituciones que crean; permiten a estas instituciones 

crear normas jurídicas y tomar decisiones cuyos efectos alcanzan 

no solamente a los Estados miembros sino también directamente, en 

ciertos casos al menos, 

pantes"(lSl. 

Desde esta perspectiva, 

a los nacionales de los países partici-

parece insólito que los responsables 

de los citados documentos ~ hayan incluido en los mismos un 

catálogo sistemático de derechos humanos(lg), ni reconocido ex­

presamente las garantías constitucionales en vigor en los Estados 

miembros a nivel comunitario. 

El Juez PESCATORE ha subrayado magistralmente la paradoja de 

la situación: 

" ... varios Estados cuyos órdenes constitucionales se basan 

en el principio del respeto de los derechos y libertades de sus 

ciudadanos, se unen para formar nuevas instituciones comunes y 

confieren a esas instituciones el poder de ejercer ciertas pre­

rrogativas soberanas ... sin esforzarse por transponer en la cons­

titución de esta nueva organización las salvaguardias que son 

características de su propio orden constitucional"( 20). 

// COMUNIDADES EUROPEAS Y DERECHOS HUMANOS // 
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/EL PROBLEMA DE LA PROTECCION DE LOS DERECHOS HUMANOS EN LA CEE / 

Esta importante laguna jurídica pudo estar causad a por : 

- la naturaleza eminentemente económica de l os Tratados y las 

competencias limitadas de la Comunidad que excluían, al menos 

en principio, posibles violaciones de las garantías fundamen­

tales "stricto sensu•< 21 1. Así, estimando que la acción de las 

instituciones de Bruselas podía afectar difícilmente derechos 

como la libertad religiosa y de conciencia1 22 1 u otros simi­

lares, no se previeron las oportunas garantías; 

- la valoración del individuo como simple agente económico o 

mer o productor de bienes y servicios -"horno oeconomicus et 

socialis"-' 23 1; 
- la previa entrada en vigor a las cruciales negociaciones de 

Mesina del "Convenio europeo para la Protección de los Dere-

chas Humanos y la¡¡ Libertades Fundamentales", al que se 

suponía adherirían progresivamente todos l os Estados mi e mbros 

del Mercado Común(24). 

Pero la inexistencia de un catálogo de derechos humanos no nos 

autoriza a concluir apresuradamente que en el ámbito de la inte­

gración no exista referencia alguna a su protección. 

Los textos fundacionales contienen un cierto número de dispo­

siciones específicas que pueden estimarse muy próximas ~ las 

garantías~ causa< 25 l, particularmente a los referidos derecho s 

"económico-sociales"l 26 l. Por ejemplo: 

- la protección de la propiedad industrial y comercial 

(artículo 36 CEE); 

- la promoción de los derechos sindicales básicos (arts. 118,1 

CEE; 46, 2 CECA); 

- la igualdad de retribuciones por un mismo trabajo entre 

ambos sexos (art. 119 CEE); 

- la estricta observancia del principio de la legalidad (arts. 

164 y 173,1 CEE); 

- la salvaguardia del "secreto profesional" (art. 214 CEE); 

- la tutela de los diversos regímenes de propiedad privada 

existentes en los Estados miembros (art. 222 CEE). 

// COMUNIDADES EUROPEAS Y DERECHOS HUMANOS // 

Fundación Juan March (Madrid)



12 

/EL PROBLEMA DE LA PROTECCION DE LOS DERECHOS HUMANOS EN LA CEE/ 

Además, es posible sintetizar el Tratado de Roma en dos gran­

des principios "estructurales"(Z 7 l, que deben ser también consi­

derados como auténticos derechos fundamentales del ciudadano 

comunitario: la prohibición de discriminación por razón de la 

nacionalidad(ZS) y la libertad de circulación "lato sensu"(Z 9 l. 

El primero se halla "muy cerca del principio constitucional de 

la igualdad civil o igualdad de todos ante la ley"(30) y el 

segundo implica el reconocimiento de una filosofía profunda, "el 

respeto de la iniciativa privada y el desarrollo de la persona 

humana en el despliegue de sus actividades económicas y 

profesionales"(Jl) . 

Así, se ha afirmado con acierto, que aunque desprovistos de 

un sitema de garantías semejante al de la mayoría de las consti­

tuciones nacionales, los Tratados constitutivos amplían sustan­

cialmente el ámbito de aplicación de determinados derechos funda­

mentales que permiten ejercer por encima de las fronteras nacio­
nales. ( 3Z) 

b) Las implicaciones de la doctrina de la "primacía del 

derecho comunitario"(3J) en materia de derechos humanos. 

La prioridad del orden jurídico comunitario sobre los derechos 

nacionales quedó, como sabemos, rotundamente establecida por vía 

jurisprudencial desde un pr imer momento: 

" ... el derecho que emana del Tratado no puede, en razón de 

su naturaleza específica original, ser confrontado judicialmente 

a un texto interno, cualquiera que sea su jerarquía, sin perder 

su carácter comunitario y sin que se ponga en causa la misma base 

jurídica de la Comunidad"(34). 

Tal y como el Tribunal de Justicia confirmó con posteriori­

dad ( 35), dicho principio impide a los jueces nacionales aplicar 

// COMUNIDADES EUROPEAS Y D~RECHOS HUMANOS // 

Fundación Juan March (Madrid)



13 

/EL PROBLEMA DE LA PROTECCION DE LOS DERECHOS HUMANOS EN LA CEE/ 

una 

ria 

todo 

disposición interna -incluso constitucional- que sea contra­

ª otra comunitaria( 36 l y les obliga a buscar la solución de 

~onflicto normativo en el derecho de la Comunidad()?). 

De esta forma, una protección insuficiente de los der echos 

humanos en los Tratados constitutivos, posibilita la violación 

por un acto comunitario de las garantías fundamentales que todo 

Estado reconoce a sus nacionales constitucionalmente(i! ). 

B. Consecuencias. 

a) El relativo desamparo de los derechos humanos. 

En la práctica, subsisten pues considerables dificultades para 

asegurar en la Co~unidad el respeto de los derechos humanos ''no 

reconocidos" expresamente por los Tratados, así como para conci-

liar los ordenamientos jurídicos comunitario, 

interno en caso de conflictos en esta dominio. 

internacional e 

El jurista se enfrenta a cuestiones tan trascendentales como: 

¿Qué solución adoptar si un acto de las instituciones comuni­

tarias vulnera un derecho garantizado por la constitución de un 

país miembro?. ¿Y si dicho acto viola el "Convenio europeo para 

la Protección de los Derechos Humanos" u otro instrumento inter­

nacional de protección de los derechos del hombre ratificado por 

dichos Estados?. ¿Debe considerarse prioritaria la aplicación 

del derecho comunitario también en estos casos? ... 

La gravedad de estos interrogantes se acentúa aún más, 

día, a causa de las siguientes circunstancias: 

// COMUNIDADES EUROPEAS Y DERECHOS HUMANOS // 
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/EL PROBLEMA DE LA PROTECCION DE LOS DERECHOS HUMANOS EN LA CEE/ 

l. El peculiar fundamento del poder ejecutivo en la Comuni­

dad que reposa, e n el estado actual de la integración, en el 

"principio de la representatividad"(]S) en vez de en la "legiti-

midad democrática", -comú n a todos los Estados participantes- y 

la todavía deficiente implantación de la doctrina de la separa­

ción de poderes< 39 l, comprometen seriamente~ defensa legal del 

ciudadano comunitario, así como sus posibilidades .de influir ~ 

el proceso decisorio y elevan el problema jurídico de la protec­

ción de los derechos humanos "a una cuestión de principio mucho 

más fundamental, relaci o nada con la legitimación de los poderes 

públicos" ( 4o 1. 

2. El notable desarrollo de las competencias de las insti­

tuciones de Bruselas registrado en la última década, multiplica 

considerablemente las ocasiones de excesos y hace especialmente 

necesaria la protección de los derechos humanos •stricto sen­

su" l 4l I frente al "nuevo Leviatán•. 

Describiendo este fenómeno, se ha observado oportunamente: 

"la reglamentación comunitaria que prohíbe durante un cierto 

periodo la plantación de nuevas cepas para detener el exceso de 

producción vinícola, limita la libertad del propietario. La re-

glamentación comunitaria que somete a l sector siderúrgico a un 

régimen de precios mínimos, en tiempos de crisis, restringe su 

libertad comercial. La reglamentación comunitaria que aplica ~l 

artículo 85 del Tratado CEE sancionando los acuerdos entre empre­

sas que puedan falsear la competencia en el Mercado Común, reduce 

la libertad contractual de los empresarios. La reglamentación 

comuni taria que disminuye el tiempo de conducción de los trans­

portistas, confina la libertad de comercio de la empresa así corno 

el derecho al libre trabajo del chófer•< 42 1. 

// COMUNIDADES EUROPEAS Y DERECHOS HUMANOS // 
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/EL PROBLEMA DE LA PROTECCION DE LOS DERECHOS HUMANOS EN LA CEE / 

b) El riesgo de desmembramiento del orden jurídico c omu­

nitario. 

Testigos de la deficiente protección de los derechos humano s 

en la Comunidad y fundándose en los artículos 79, 3 y 24, 1 de la 

Ley Fundamental de la RFA y 11 de la Constitución italiana< 43 l, 

eminentes juristas de estos países< 44 l razonaban que el principio 

de la primacía del derecho comunitario< 45 l no podía ser interpre-

tado de manera absoluta y debía adecuarse, en todo caso, a las 

limitaciones impuestas por las constituciones nacionales, parti­

cularmente en lo que se refiere a la protección de las garantías 

fundamentales(46l. 

Imbuidas de estas ideas, la más altas instancias jurisdic-

cionales se mostraron en ambos casos progresivamente hostiles a 

realizar la integración europea a costa de la desprotección del 

individuo. 

La "Corte Costituzionale" italiana, que comenzó proclamando la 

supremacía de la Constitución sobre el derecho comunitario< 47 l, 

se adhirió más tarde a las líneas maestras de la doctrina COS­

TA/ENEL( 48 l pero reservándose la posibilidad de controlar la 

legalidad de las disposiciones comunitarias si éstas "interpreta­

ban de manera aberrante el Tratado" o vulneraban los derechos 

fundamentales reconocidos constitucionalmente( 49). 

El "Bundesverfassungsgericht" reconoció inicialmente, la pri­

macía del derecho comunitario sobre las leyes pero sin precisar 

si dicho principio se extendía también a las disposiciones 

constitucionales que protegen los derechos humanos(SO). 

Por ello, en la célebre sentencia del 29 de mayo de 1974(51), 

se permitió aceptar el renvío de una jurisdicción inferior soli­

citando su dictamen sobre la conformidad de una norma comunitaria 

con un derecho garantizado por la "Grundgesetz", argumentando 

// COMUNIDADES EUROPEAS Y DERECHOS HUMANOS // 
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/EL PROBLEMA DE LA PROTECCION DE LOS DERECHOS HUMANOS EN LA CEE/ 

que el orden jurídico comunitario no comportaba un catálogo de 

garantías fundamentales que aprobado por un parlamento democráti­

co, fuese equiparable al vigente en Alemania(52l. 

L6gicamente, la generalizaci6n de actitudes similares repre­

sentaría un desafío capital a la indispensable uniformidad del 

derecho de la Co munidad y tendría consecuencias imprevisibles 

para el futuro de la integraci6n. 

// COMUNIDADES EUROPEAS Y DERECHOS HUMANOS // 
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III. LA SOLUCION APORTADA POR EL TRIBUNAL DE JUSTICIA. 

A. La gestación de una doctrina jurisprudencial garantizando 

los derechos fundamentales en la Comunidad. 

a) No intervencionismo inicial: la afirmación categórica de la 

primacía del derecho comunitario. 

a.l. El caso STORK(S 3 ) 

En aplicación del artículo 65 del Tratado CECA, la Alta Auto-

ridad renovó su autorización a la existencia de un cártel de 

venta y distribución entre las hulleras del Ruhr que facturaran 

un mínimo de 48.000 toneladas de carbón. 

Stork, mayorista alemán cuyo volumen de negocios no alcanzaba 

la nueva cifra requerida, perdía automáticamente su derecho de 

acceso directo a la preciada mercancía y se veía obligado a 

aprovisionarse de un miembro más solvente de la asociación. 

Estimando que la Alta Autoridad había abusado de sus poderes; 

violado el Tratado y los artículos ~y 12 de ~ "Grundgesetz" que 

garantizan el libre desarrollo de la personalidad y el libre 

ejercicio de la profesión, recurre ante el Tribunal de Justicia. 

El Juez comunitario rechaza tajantemente su pretensión reco­

nociéndose incompetente: 

"Considerando que en virtud del articulo 8 del Tratado la 

Alta Autoridad no aplica más que el derecho de la Comunidad; que 

ella no es competente para aplicar el derecho interno de los 

Estados miembros; que asimismo según el articulo 31 del Tratado, 

el Tribunal de Justicia garantiza únicaaente el respeto del 

// COMUNIDADES EUROPEAS Y DERECHOS HUMANOS // 

Fundación Juan March (Madrid)



18 

/ LA SOLUCION APORTADA POR EL TRIBUNAL DE JUSTICIA / 

derecho en la interpretación y aplicación del Tratado y sus 

reglamentos de ejecución; que en general no se pronuncia sobre 

las reglas de derecho interno; que en consecuencia no puede 

examinar el argumento según el cual al tomar la decisión litigio­

sa la Alta Autoridad habría violado ciertos principios del dere­

cho constitucional alemán"(54)_ 

a.2. El caso CARTEL DE VENTA DE CARBON DEL RUHR(SS) 

Un año más tarde, un grupo de empresas germanas, volvía a 

poner en duda la legalidad de las condiciones exigidas por la 

Alta Autoridad a los mayoristas para tener acceso directo al 

cártel de venta, invocando ante el Tribunal de Justicia que su 

modificación les impedía también el aprovisionamiento directo en 

carbón y por tanto afectaba los "derechos adquiridos" de los que 

gozaban, que aunque de carácter comercial, estaban ampliamente 

protegidos por el artículo 14 de la "Grundgesetz" que proclama el 

uso y disfrute de ~ propiedad privada. 

El Juez de Luxemburgo continúa imperturbable: 

"No le incumbe al Tribunal, juez de la legalidad de las 

decisiones tomadas por la Alta Autoridad ... asegurar el respeto 

de las reglas de derecho interno, aún constitucionales, que estén 

en vigor en un Estado miembro ••. El derecho comunitario, tal y 

como se deduce del Tratado CECA, no contiene principio general 

alguno, explícito o no, que garantice el mantenimiento de las 

situaciones adquiridas"IS 6 ). 

Este dogmatismo contrasta con la opinión del Abogado General 

LAGRANGE, quien propuso una interesante solución al problema: 

"Si es cierto que no compete al Tribunal ... aplicar ... las 

reglas de derecho interno aún constitucionales en vigor en un 

Estado miembro, puede eventualmente inspirarse en ellas y consi-

derarlas como un principio general del derecho que debe ser 

tenido en cuenta en la aplicación del Tratado•< 57 1. 
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a.3. El caso SGARLATA(SS) 

Marcello Sgarlata y otros representantes de asociaciones de 

agricultores italianos, solicitaron al Tribunal de Justi c ia l a 

anulación de ciertos reglamentos de la Comisión que fijaba n 

anualmente los "precios de referencia" de los cítricos , así 

como, la declaración de inaplicabilidad de un reglamento del 

Consejo -y el correspondiente reglamento de aplicación de la 

Comisión- que regulaba la utilización por los Estados d e una 

cláusula de salvaguardia, pensando que los mismos afectaban se-

riamente el desarrollo de las importaciones y condicionaban por 

tanto la libertad ecónomica y comercial. 

En su alegato, los interesados añadían que una interpretación 

restrictiva del Tratado privaría a los particulares de toda 

protección jurisdiccional tanto a nivel comunitario como interno, 

lo cual vulnera también el derecho ~ la justicia reconocido como 

fundamental en todos los Estados miembros. 

El Juez comunitario no presta mayor atención a estas ideas y 

se limita simplemente a recordar que el Tratado CEE no permite a 

las personas físicas y morales 

reglamentos: 

recurrir contra auténticos 

"Considerando que sin entrar en las estimaciones aludidas, 

las mismas no pueden esgrimirse en contra del texto claramente 

restrictivo del artículo 173 que el Tribunal tiene el deber de 

aplicar"(S 9 l. 

a.4. Apreciación crítica global 

La doctrina no ha dudado en calificar estas sentencias de 

"respuesta brutal"(GO); "pecados de juventud"(6ll. 

Veamos por qué: 
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a.4.1. El punto de vista comunitario 

El extremado celo del Tribunal de Justicia en una época en 

que se iniciaba la construcción de Europa, resulta comprensible 

teniendo en cuenta que la~ normas constituciona!es difieren sus­

tancialmente de país en país y que por tanto su introducción 

espontánea en el orden jurídico de la Comunidad puede comprome­

ter gravemente la uniformidad del mismo(62l. 

a.4.2. El punto de vista de los demandantes 

Por otra parte, la situación de los demandantes es inadmisi-

ble, ya que no pudiendo encontrar en los Tratados disposiciones 

que garanticen el respeto de los derechos humanos "stricto 

sensu" por las instituciones comunitarias, ni invocar sus 

constituciones nacionales, se enfrentan a una auténtica negativa 

~impartir justicia de la suprema instancia de la Comunidad( 63 l, 

quedando totalmente desamparados en aras de la integración de 

Europa. 

b) Cambio de actitud: la protección de los derechos humanos 

por medio de los principios generales del derecho. 

b . l . El caso STAUDER(64) 

Pronosticando serios excedentes de leche en la Comunidad, una 

decisión de la Comisión autorizó a los Estados miembros a vender 

mantequilla a precio reducido a ciertas categorías de consumi­

dores que beneficiaban de asistencia social. 

Para controlar posibles fraudes la norma comunitaria con­

dicionaba, en su versión francesa, el disfrute de la subvención a 
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la presentación de un "bono individualizado", mi entras que la 

traducción alemana exigía "el nombre del beneficiario" sobre 

dicho bono(6Sl. 

El señor Stauder, ciudadano alemán , juzgó que el hecho de 

tener que revelar su identidad ante un comerciante de ultramari-

nos para poder gozar de una ventaja económica, representaba un 

agravio para su dignidad humana, además de una discriminación 

injustificada e interpuso un doble recurso -ante un tribunal 

administrativo y el "Bundesverfassungsgericht" - contra l a deci­

sión, invocando los artículos l_ y l de la "Grundgesetz". 

Por ello, el juez de lo contencioso preguntó al Tribunal de 

Justicia, en renvío prejudicial, si la citada medida podía consi­

derarse compatible ~ los principios generales del derecho comu­

nitario. 

Mientras la alta instancia jurisdiccional deliberaba, la Comi­

sión, advirtiendo el error linguístico existente, publicó una 

nueva decisión revisada en versión alemana. 

Así, el Juez de Luxemburgo resuelve sin dificultad alguna el 

delicado problema, respondiendo: 

"Considerando que una decisión 6nica dirigida a todos los 

Estados miembros debe ser aplicada e interpretada de manera 

uniforme ... que no puede admitirse que los autores de la decisión 

hayan deseado en ciertos países mi e mbros imponer obligaciones más 

estrictas que en otros ... que en consecuencia, debe interpretarse 

que la disposición litigiosa no impone -aunque tampoco prohíbe­

la identificación nominativa de los beneficiarios; que la Comi­

sión ha podido publicar así, el 29 de julio de 1969, una decisión 

rectificativa en este sentido"(66)_ 

Pero hallada la solución, añadió sorprendentemente un "his­

tórico" (G?) considerando "obiter dictum": 
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"que interpretada de este modo, la disposici6n en litigio no 

posee ningún elemento que sea susceptible de poner en tela de 

juicio los derechos fundamentales de la persona comprendidos en 

los principios generales del derecho comunitario que e1 Tribuna1 

de Justicia garantiza"(68l. 

b.2. Los casos EINFUHR UND VORRATSSTELLE FUR GETREIDEIG 9 J 

A tenor de las normas que rigen las organizaciones comunes de 

mercados agrícolas, para exportar cereales desde la Comunidad es 

prec iso disponer de una licencia especial, concedida a t odo 

interesado que se comprometa a efectuar la transacci6n comercial 

durante un determinado plazo y desembolse una cauci6n en ga­

rantía. 

Al no realizar la venta durante el tiempo previsto, la empresa 

Koster y Berodt -poseedora de una licencia para exportar sémola 

de maíz- perdi6 una impor tante fianza depositada en las oficinas 

del "Einfuhr und Vorratsstelle für Getreide" -organismo alemán de 

gesti6n agrícola-. 

Tras diversas reclamaciones sin resultado, recurri6 contra la 

misma reglamentaci6n comunitaria que instaura el régime.n descri­

to ante el juez administrativo de Frankfurt am Main, quien la 

declara sin efectos~ la RFA.(i !) 

Representando los intereses de la Comunidad en su país, el 

organismo agrícola g ermano apel6 a la instancia superior, el 

"Hessischer Verwaltungsgerichtshof", que con más tacto solicit6 

al Tribunal de Justicia una interpretaci6n prejudicial de la 

nor ma comunitaria en litigio. 

Durante e l desarrollo del procedimiento, Koster y Berod t argu­

me nt a n de nuevo que dicha disposici6n viola los principios de 

libe rtad eco n6mica y proporcionalidad, que consagrados por la 
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"Grundgesetz" y_~ el derecho comunitario, obligan a l os poder-es 

públicos a no restringir innecesariamente los intercambios comer-­

ciales y a emplear únicamente las medidas adecuadas a l os fines 

perseguidos: 

"que se impone una tasa considerable, sin ninguna necesidad a 

los importadores y exportadores ... que existe una disproporció n 

entre la tasa y el resultado que se pretende obtener, que este 

objetivo no puede lograrse con el medio empleado o que existen 

otros medios que pueden aplicarse con menos inconvenientes ... el 

régimen de garantía viola también el principio de proporcionali­

dad al no preveer excepción a la pérdida de la fianza más que en 

el caso de fuerza mayor con exclusión, en consecuencia, de aque­

llas situaciones en las que la licencia no . ha sido utilizada por 

razones de orden comercial perfectamente defendibles . .. por ejem­

plo en caso de modificación de la legislación aplicable entre la 

fecha de la petición de la licencia y la de su concesión"(?O). 

El Juez comunitario confirma la doctrina iniciada en STAUDER, 

aunque concluya que el régimen en litigio no viola ningún princi­

pio general del derecho: 

"Considerando. que el respeto de los derechos fundamentales 

for•a parte integrante de los principios generales del derecho 

que el Tribunal de Justicia garantiza; que debe examinarse en 

respuesta a la consulta planteada y en vista de los principios 

invocados, si el régimen de garantía viola derechos de carácter 

fundamental que deben ser protegidos en el orden jurídico co•uni­

tario" (? l) _ 

b.3. Apreciación crítica 

En estas sentencias asistimos por fin a un viraje radical e n 

el tratamiento del problema de la protección de los derechos 

humanos en la Comunidad: por primera vez, el Tribunal de Justicia 

se compromete formalmente ~ garantizar-los en la Comunidad ~ 

través de los principios generales del derecho. 
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Analicemos las circunstancias y motivos que pudiero n influir 

en la alentadora decisión: 

* Rechazo de la actitud "no intervencionista" 

del Juez de Lu xemburgo por las jurisdicciones 

nacionales. 

El obsesivo des ve lo por garantizar la primacía del derecho 

comunitario ~ cualquier precio, mostrado en las sentencias 

STORK( 72 ), CARTEL DE VENTA DE CARBON DEL RUHR( 73 l y SGARLATA< 74 l, 

produjo una reacción adversa, particularmente intensa en Alemania 

e Italia(7S). 

En ambos países, algunos autores llegaron incluso a mantener 

que los Tribunales Constitucionales podrían declarar nula la 

pertenencia del Estado a la Comunidad por protección insuficiente 

de las garantías fundamentales< 76l. (i!) 

En este ambiente hostil puede comprenderse fácilm~nte cómo el 

juez administrativo de Frank furt, por ejemplo, se permitió decla­

rar sin efectos un reglame n to comunitario< 77 l. 

* Implicaciones de la doctrina 

del "efecto directo"(78)_ 

Pronunciando la trascendental sentencia VAN GENO EN LOos< 79 l 

el Juez comunitario utiliza un razonamiento que puede conside­

rarse subyacent e ~ ~ próximo"(BO) a su posterior decisión de 

proteger los derechos fundamentales: 

"La Comunidad económica euro pea constituye un nuevo orden 

jurídico de derecho internacional ... cuyos sujetos son no sola-

mente los Estados miembros, sino ta•bién sus ciudadanos. El 

derecho comunitario ... al igual que obliga a los particulares, 

está destinado a engendrar derechos que se integran en sus 
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patri•onios jurídicos. Estos derechos existen no sola•ente cuando 

una atribución expresa ha sido realizada por el Tratado"(Bl). 

* Progresivo reconocimiento de los principios 

generales del derecho como fuente jurídica 

de la legalidad comunitaria. 

El uso extensivo de los principios generales del derecho como 

instrumento para subsanar las lagunas jurídicas de un ordenamien­

to, ha adquirido en los últimos tiempos visos de generalidad, 

especialmente en el dominio del derecho internacional(BZ). 

A pesar de que en este sentido el Tratado CEE no contiene 

-salvo en el ámbito de la responsabilidad extra-contractua1<B 3 l_ 

disposición expresa alguna, el Tribunal de Justicia ha deducido 

paulatinamente de su misión general de responsable "del respeto 

del derecho" -artículos 164 y 173 CEE(B 4 l_, la obligación de 

salvaguardarlos en la Comunidad. 

Desde esta perspectiva, la sugerencia del Abogado General 

LAGRANGE de asimilar las garantías fundamentales a dichos princi­

pios (SS), aparece como el corolario lógico de esta importante 

evolución jurisprudencial. 

b.4. El nuevo método 

Las sentencias STAUDER(BG) y EINFURH UND VORRATSSTELLE FUR 

GETREIDE UND FUTTERMITTEL(B 7 l, ofrecen precisamente esa solución 

al problema que nos preocupa: 

protección de las garantías fundamentales ~ tanto y en cuanto 

éstas puedan ser consideradas por el Juez comunitario como prin­

cipios generales del derecho. 
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Sin embargo, consciente de que el orden jurídico instaurado 

por los Tratados constitutivos no contiene gran número de dispo­

siciones específicas protegiendo los derechos fundamentales 

"stricto sensu"(BB), el Tribunal de Justicia abandona pronto la 

ref e rencia inicial a los "principios generales del derecho comu-

ni tario 11
, para aludir finalmente a los "principios generales del 

dere cho". 

Este 

bar ( 89 ), 
concepto más amplio facilita considerablemente su la­

ya que el mismo engloba(90) todos los principios que: 

- sean comunes al conjunto de los sistemas jurídicos y por 

tanto al derecho de los Estados miembros; 

- pertenezcan al derecho internacional público; 

- sean propios del derecho comunitario . 

Una vez encontrado el método, el único problema que resta es 

determinar casuísticamente qué garantías fundamentales deben 

considerarse en concreto~ principios generales del derecho; o 

en otras palabras, qué principios generales han de· incluirse en 

el naciente catálogo de derechos humanos de la Comunidad. 

El Juez de Luxemburgo dedicará todos sus energías a resolver 

esta cuestión en las sentencias posteriores. 

c) Desarrollo de un sistema de garantías fundamentales: 

coherencia de la protección ofrecida al individuo "versus" 

eficacia del derecho comunitario. 

c . l. La referencia explícita a las "tradiciones constitucio-

nal e s comune s" de los Estados miembros. 
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c.1.1. El caso INTERNATIONALE HANDELSGESELLSCHAFT(gl) 

Al igual que Koster y Berodt, Internationale Hand elsge-

sellschaft m.b.H. posee una licencia de exportación de sémo l a d e 

maíz que ha utilizado de manera incompleta durante su va lidez. 

En aplicación de la normativa comunitaria ya descrita( 92 l e l 

"Einfuhr und Vorratsstelle für Getreide und Futtermittel", se 

apropia de una parte de la garantía depositada por dicha empresa 

que corresponde a los cereales sin exportar. 

Internationale Handelsgesellschaft le reclama tal suma sin 

éxito e interpone otro recurso ante un tribunal administrativo de 

Frankfurt am Main . 

El juez alemán sobresee provisionalmente la causa y pregunta a 

título prejudicial al Tribunal de Justicia si el regl a ment o 

comunitario que estipula la pérdida de la fianza en caso de no 

efectuarse la transacción prev ista, viola los principios de pro­

porcionalidad; libertad económica; libertad de acción y disposi­

ción de los propios bienes, reconocidos por la "Grundgesetz" en 

sus artículos .?__,_ l y 14. 

El Juez de Luxemburgo inicia su respuesta recordando enérgica­

mente la tesis central de sus primeras sentencias< 93 l: 

"Considerando que el recurso a las reglas o nociones jurídi­

cas del derecho naci onal para apreciar la va lidez de los actos 

que emanan de las instituciones de la Comunidad atentaría contra 

la unidad y eficac ia del derecho comunitario ; que la validez de 

dichos actos no puede apreciarse más que en función del propio 

derecho comunitario ... que por tanto, la invocación de viola-

ciones sea a los derechos fundamentales for•ulados por la cons­

titución de un Estado miembro, sea a los principios de· una es­

tructura constitucional nacional, no puede afectar la validez de 

un acto de la Comunidad o su efecto sobre el territorio de este 

Estado"< 94 l. 
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Pe ro al mism o tiempo, reafirma su decisión de defender los 

dere cho s humanos en la Comunidad: 

"Co nsiderando que conviene no obstante examinar si alguna 

garantía análoga inherente al derecho comunitario ha sido vulne­

rada; que en efecto, el respeto de los derechos fundamentales 

forma parte integrante de los principios generales del derecho 

que el Tribunal de Justicia garantiza; que la salvaguardia de 

estos derechos, al mis•o tie•po que se inspira en las tradiciones 

constitucionales co•unes de los Estados miembros, debe ser asegu­

rada en el marco de la estructura y de los objetivos de la 

Comunidad" ( 9 5 ) • 

Finalmente decreta que el régimen de las exportaciones en 

litigio es "indispensable" para el funcionamiento correcto de la 

política agrícola común y por tanto compatible con el principio 

de proporcionalidad y todas las demás garantías fundamentales 

invocadas< 96 l. 

c.1.2. Apreciación crítica 

La sentencia que comentamos, puede ser desglosada en los 

siguientes elementos: 

* Reconocimiento de la "primacía" del derecho 

comunitario sobre las constituciones nacionales 

Aunque el Tribunal de Justicia ya había defendido la citada 

doctrina de manera genera1< 97 l, en INTERNATIONALE HANDELSGESELL­

SCHAFT, ratifica su validez por primera vez, "vigorosa y explíci­

tamente" ( 98 ) , también ante disposiciones constitucionales de los 

Estados miembros. 

Estamos pues ante un principio de carácter absoluto, que no 

admite e xcepció n a lguna. 
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* Afirmación de la autonomía del naciente 

sistema comunitario de derechos humano s . 

Al decidir que las garantías fundamentales nacional e s no pue ­

den invocarse en lo sucesivo contra un acto comunitario, e l Jue z 

de Luxemburgo se declara totalmente independiente con res pec t o al 

derecho constitucional de los Estados miembros<9 9 l. 

Esta aseveración tan radical se equilibra con su compromis o d e 

proteger dichos derechos de forma "pretoriana"(lOOl. 

* Referencia explícita a las "tradiciones 

constitucionales" comunes de los Estados ---
miembros como "fuente de inspiración". 

Aunque el Tribunal de Justicia no admita que las partes in vo -

quen su derecho interno, se autoriza a sí mismo a recurrir a las 

normas supremas de los ordenamientos nacionales para deducir de 

ellas principios generales del derecho que deban ser integrados 

en el orden jurídico de la Comunidad(lOll. 

Esta medida, que salvaguarda la primacía del derecho comunita­

rio al mismo tiempo que hace viable el proceso de recepción de 

las garantías reconocidas por las constituciones de los Estados 

miembros, debe considerarse como un primer intento de solución a 

la dificultad de precisar el contenido del naciente sistema d e 

protección(l0 2 l. 

No obstante, el Juez de Lux e mburgo utiliza un término, "tr adi­

ciones constitucionales", carente de toda precisión jurídica . 

La doctrina interpreta la frase como "una ref e r e ncia al 

régimen constitucional común de los países miembros y po r c o n s i­

guiente, a los principios generales del d e rec ho d e dichos 
Estados"(l0 3 l. 
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La natural e za común exigida a estas tradiciones o principios 

no significa, que en la práctica el Juez comunitario deba encon­

trarse con una "superposición casi mecánica del derecho de cada 

uno de los países miembros"(lü 4 l para poder considerar sólo los 

elementos que coincidan exactamente, sino que basta con una 

"cierta convergencia en el espíritu de los principios del derecho 

interno y de su orientación"(l05l. 

* Carácter relativo de la protección ofrecida. 

Las palabras finales del Tribunal de Justicia constituyen "una 

importante matización que contrarresta el principio anteriormente 

establecido"(lOG) en tanto que, como sucede en todos los órdenes 

jurídicos de los países desarrollados(lO?), configuran también un 

sistema de protección no absoluta de las garantías fundamentales 

en la Comunidad; quedando éstas sometidas a los límites impuestos 

por las peculiares características -estructuras y objetivos- de 

los Tratados constitutivos(l08). 

Así, el Juez de Luxemburgo declara no sólo su competencia 

exclusiva para determinar qué derechos humanos reconocidos por 

las constituciones nacionales son trasferibles al ámbito comuni­

tario, sino también en gué medida(l0 9 ). 

c.2. La referencia explícita a las constituciones nacionales y 

a los acuerdos internacionales sobre los derechos humanos. 

c.2.1. El caso NOLD(llO) 

A través de una decisión, la Comisión autorizó a la "Gemein-

schaftsorganisation Ruhrkohle GmbH" -un cártel de venta de carbón 

del Ruhr- a subordinar la venta directa de sus productos a la 

conclusión de contratos bianuales que fijasen una cantidad mínima 
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de 6000 toneladas por año destinadas al abastecimiento de 

pequeñas empresas y otros usos domésticos. 

Incapaz de cumplir los nuevos requisitos, J. Nold -mayor i sta 

alemán de carbón y materiales de construcción- pierde también la 

posibilidad de aprovisionarse en términos muy ventajosos viendo 

amenazada gravemente la rentabilidad de su empresa. 

Ante esta eventualidad, recurre contra dicha decisión alegando 

que la misma está insuficientemente motivada; le discrimina con 

respecto a otras empresas más solventes y viola su derecho ~ la 

propiedad privada y al libre ejercicio de ~ actividad profesio ­

nal garantizados por la "Grundgesetz" y las demás constituciones 

de los Estados miembros, así como por diversos acuerdos interna-

cionales entre los que destacan el "Convenio europeo para la 

Protección de los Derechos Humanos" y su Protocolo adicional del 

20 de marzo de 1952. 

El Juez comunitario comienza insistiendo, con mayor é nfasis 

aún, en la doctrina INTERNATIONALE HANDELSGESELLSCHAFT(lll): 

"Considerando que, así c o mo el Tribunal lo ha afirmado ante-

riormente, los derechos fundamentales forman parte integrante de 

los principios generales del derecho que él garantiza; que salva­

guardando estos derechos el Tribunal debe inspirarse de las 

tradiciones constitucionales comunes a los Estados miellbros y que 

por tanto no puede admitir medidas inco•patibles con los derechos 

fundamentales reconocidos y garantizados por las constituciones 

de estos Estados" ( 112 l. 

Añade un nuevo elemento a su jurisprudencia en este dominio: 

" ... que los instrumentos internacionales que protegen los 

derechos del hombre a l os que los Estados miembros han cooperado 

o adherido, pueden proveer igualmente indicaciones que conviene 

tener en cuenta en el marco del derecho co•unitario"(l13). 
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Precisa sus ideas sobre la fijación de límites a la protección 

de las garantías fundamentales : 

"Cons iderando que si bien es cierto que e l derecho de la 

propiedad está protegido por el orden constitucional de todos los 

Estados miembr os y garantías similares son acordadas al libre 

ejercic io del come rcio, del trabajo y otras actividades profesio-

nales; los derechos así garantizados lej os de aparecer como 

prerrogativas absolutas, deben ser considerados teniendo en cuen­

ta la función social de los bienes y actividades protegidos; que 

por es ta razón los derechos de esta naturaleza no se garantizan 

regularmente más que bajo reserva de las limitaciones previstas 

en función del interés público; que en el orden jurídico comuni­

tario, parece asimismo legítimo reservar con respecto a estos 

derechos la aplicación de ciertos límites justificados por los 

objetivos de interés general perseguidos por la Comunidad, en 

tanto y en cuanto no se violen estos derechos de forma substan­

cial" ( 114 ) . 

Y concluye aprobando la intervención de la Comisión ante el 

cambio impuesto por la recesión económica en la producción de 

carbón: 

" ... que en lo que concierne a las garantías conferidas a la 

empresa en particular, no se las puede extender en ningún caso a 

la protección de simples intereses u oportunidades de índole 

comercial, cuyo carácte r aleatorio es inherente a la esencia 

misma de la actividad económica"(llS)_ 

c.2.2. Apreciación crítica 

Durante e l desarrollo del caso NOLD, 

cendentales: 

suceden dos hechos tras-

- la ratificación por Francia del "Convenio europeo para la 

Protección de l os Derechos Humanos", con lo cual todos los 

Estados mi e mbros aceptan l a tutela de las instituciones del 

Consejo de Europa(l l6); 

// CO MUNI DADES EUROPEAS Y DERECHOS HUMANOS // 

Fundación Juan March (Madrid)



33 

/ LA SOLUCION APORTADA POR EL TRIBUNAL DE JUSTICIA / 

- la deliberación por el "Bundesverfassungsgericht" de un 

importante dictamen, que se presumía muy crítico, sobre l a 

protección de los derechos fundamentales en la Comunidad(ll?l. 

Quizás por ello, el Juez comunitario realiza verdaderas 

declaraciones de principio, que "permiten comprender que esta 

sentencia constituía un aviso en dirección a Karlsruhe"(llB). 

El interés del fallo reside, sobre todo, en los siguientes 

elementos: 

* Establecimiento de un "standard maximum" 

de protección de los derechos humanos en 

la Comunidad. 

Como hemos visto, INTERNATIONALE HANDELSGESELLSCHAFT(ll 9 ) no 

precisaba el 

nales comunes", 

lizar< 120l. 

sentido de la expresión "tradiciones constitucio­

ambigüedad que la doctrina se apresuró a puntua-

Abandonando esa fórmula y manifestando ahora que no pueden 

admitirse "medidas incompatibles con los derechos fundamentales 

reconocidos y garantizados por las constituciones de estos Esta­

dos" <1211, el Tribunal de Justicia avanza un paso más y se auto-

riza incluso a contemplar la solución más favorable ofrecida 

por ~de las constituciones nacionales, con vistas a inferir un 

principio general del derecho(l22l. 

Así, todo acto comunitario que vulnere un derecho fundam e ntal 

reconocido por cualquiera de las constituciones de los países 

miembros podrá ser anulado en lo sucesivo(l23). 
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Esta actitud "maximalista" se justifica por diversas razones: 

- una concepción cada vez más amplia y liberal de los princi­

pios generales del derecho que tolera olvidar en el dominio de 

las garantías fundamentales, el necesario carácter común de 

los mismos; 

- la interpretación extensiva de los principios fundamentales 

de lealtad y solidaridad entre los Estados miembros previstos 

por el Tratado CEE(l24); 

- la admisión de un recurso metodológico ampliamente utilizado 

por el derecho comparado, consistente en aplicar ~ norma más 

favorable al individuo cuando dos o más órdenes jurídicos 

interdependientes le ofrecen un grado desigual de protec­
ción ( lZS l. 

De este modo se logran dos objetivos que parecían irreconci-

liables hasta el momento: 

- un indiscutible progreso en la eficacia de la protección 

ofrecida al individuo; 

- el afianzamiento de la primacía del derecho comunitario, 

mediante la disminución objetiva del riesgo de conflictos con 

los ordenamientos nacionales, ya que aplicando a título de 

principio general del derecho en la Comunidad la norma consti­

tucional más favorable al individuo, se respeta también la más 

restrictiva(lZG). 

Desde esta perspectiva, la ansiada adhesión de nuestro país a 

la Comunidad será motivo de enriquecimiento del naciente sistema 

de protección comunitario(l27). 

* Admisión de los catálogos constitucionales de 

garantías fundamentales de los Estados miembros 

como fuente jurídica "cuasi-inmediata" en lugar 

de simples "fuentes de inspiración". 
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Como hemos descrito, la noción del "standard ma ximum" de 

protección permite al Tribunal de Justicia despreocupar se d e l 

"carácter común" de las garantías constitucionales para co nt e m­

plarlas directamente(l 28l. 

Esta decisiva aproximación al derecho naci ona l puede tambi é n 

apreciarse en los siguientes detalles: 

- el 

vez, 

Juez comunitario se refiere explícitamente por primera 

a las "constituciones de los Estados miembros"( 129 l y no 

a las "tradiciones constitucionales comunes ''(l 30); 

- además, parece considerarse obligado a examinarlas de of i­

cio, porque declara sin ambages que "debe inspirarse"(l 3l) en 

ellas; lo cual contrasta con la vaguedad del precedente "al 

mismo tiempo que se inspira"< 132 l. 

Por todo ello, debemos concluir que tratándose de un derecho 

reconocido por las constituciones de los Estados miembros, o por 

una de ellas solamente, estaremos ineludiblemente en prese ncia 

de un principio general que debe ser integrado en el derecho de 

la Comunidad( 133 l. 

* Fijación progresiva de límites "comunitarios" 

a la protección de los derechos fundamentales. 

A causa de la interpretación cada vez más laxa de los prin-

cipios generales del derecho, el verdadero "test" d e admisibili-

dad de un derecho fundamental nacional en el orden jurídico 

comunitario es, a partir de NOLD, su compatibilidad con la 

naturaleza específica de los Tratados constitutivos. 

Así, el notable progreso resgistrado e n la defensa d e l 

individuo aparece d e nuevo "matizado" o "condicionado" por las 

peculiares características del fenómeno de la integración; lle-

gándose a afirmar en este sentido, que la invocació n de mo ti vos 
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tan vagos como "los objetivos perseguidos por la Comunidad"(l 34 l, 

"diluyen las buenas intenciones del Tribunal"(l35l. 

En la práctica pues, las instituciones de Bruselas pueden 

aportar restricciones a los derechos humanos . "stricto sensu" 

siempre que, sin afectar a su sustancia, se fundamenten en el 

interés común. 

* Reconocimiento de los tratados internacionales de 

protecci6n de los derechos humanos como "fuente 

de inspiraci6n". 

Aludiendo a "los instrumentos internacionales que protegen los 

derechos del hombre a los que los Estados miembros han cooperado 

~ adherido"< 136 l, el Juez de Luxemburgo parece admitir finalmente 

un argumento invocado r e iteradamente por los demandantes. 

Aunque los términos tan amplios que emplea permiten a los 

ciudadanos invocar dichos acuerdos contra actos comunitarios< 137 l 

incluso cuando los Estado s miembros no los hayan ratificado; no 

podemos olvidar que se refiere a ellos s6lo como "fuente de 

inspiración 11
, con lo que no se considera vinculado del mismo 

modo que "por otras obligaciones internacionales ~onvencio­

nales" ( l3B l. 

c. 3. La referencia explicita al "Convenio europeo para la 

Protecci6n de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamen­

tales". 

Adhiriéndose Francia al "Convenio europeo"< 139 l, se observ6 

con sensatez, que no seria posible "que el Tribunal ignorara 

un sistema de protecci6n que obligaba a cada uno de los 

Nueve"(l 40l. 

// COMUNIDADES EUROPEAS Y ~ERECHOS HUMANOS // 

Fundación Juan March (Madrid)



37 

/ LA SOLUCION APORTADA POR EL TRIBUNAL DE JUSTICIA / 

No obstante, como sucedió con la alusión e xpresa a l o s c atál o -

gos de las constituciones nacionales, el Juez de Lux e mburg o 

parece encontrarse de nuevo ante un grave dilema: 

¿Ratificado dicho Convenio por todos los Estados mi e mbros , 

debe otorgársele la primacía también ~ la Comunidad o es aún 

posible intentar conservar la plena independencia y autonomía d e l 

derecho comunitario en materia de derechos humanos? . . . 

c.3.1. El caso RUTILI(l41) 

A causa de diversos incidentes de carácter político, el seño r 

Rutili -italiano que residía en Francia y desempeñaba una desta­

cada actividad sindical- recibió de la autoridad administrativa 

competente una decisión fundada en el artículo 48, 3 d e l Tratado 

CEE(l 4Zl prohibiéndole residir en Lorena , ya que "su presencia 

en estos departamentos es susceptible de originar problemas de 

orden público". 

Estimando ilegal esta medida, Rutili recurre ante un tribunal 

administrativo de París, que interroga prejudicialmente al Juez 

de Luxemburgo para conocer cómo hay que interpretar la e xpresió n 

"limitaciones justificadas por razón de orden público, seguridad 

y sanidad públicas" que aparece en el texto del citado artículo. 

El Tribunal de Justicia responde : 

" ... que en su conjunto, las limitaciones aportadas a los 

poderes de los Estados miembros en materia de policía de extran­

jeros se presentan como la aanifestación específica de un princi­

pio más general consagrado por los artículos 8, 9, 10 y 11 del 

Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y la Liber-

tades Fundamentales, firmado en Roma el 4 de no viembre de 1950, 

ratificado por todos los Estados aiellbros y del artículo 2 d e l 

Protocolo 4 anexo al citado Convenio, firmado en Estrasburgo el 

16 de septiembre de 1963, que disponen en términos idénticos que 

las trasgresiones de los derechos garantizados po r l o s citados 
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artículos en virtud de las necesidades del orden y la seguridad 

públicos, no pueden exceder el límite de lo estrictamente necesa­

rio para la salvaguardia de dichas necesidades en una sociedad 

democrática" ( l 4·3 ). 

Avidos de un nuevo y decisivo progreso en la protección de los 

derechos humanos, algunos autores se apresuraron a leer en este 

considerando la definitiva consagración jurisprudencial del 

"Convenio europeo" como fuente inmediata de la legalidad comuni­

taria <144l. 

Esta opinión nos parece inexacta, puesto que la sentencia 

puede interpretarse globalmente como un simple caso de aplicación 

práctica de la doctrina NOLD(l 45): 

Ante la restricción de un derecho fundamental de un ciudadano 

comunitario -la libertad de circulación- , el Juez de Luxe mbur-

go procede a investigar la solución ofrecida por otros acuerdos 

internacionales en situaciones similares; descubre la idea de la 

"proporcionalidad democrática" en el mencionado Convenio y pro­

cede a integrarla, a título exclusivo de principio general del 

derecho(l 46), en el orden j u rídico de la Comunidad. 

Se trata pues, de una clara referencia a l os principios gene-

rales del derecho que dicho tratado sintetiza, y no de un reenvío 

a sus disposiciones materiales< 147 l. 

No obstante, teniendo en cuenta que podría haberse encontrado 

una solución al litigio en base exclusivamente al derecho 

positivo de la Comunidad -que protege ampliamente la libre 

circulación< 148 )-; sorprende bastante que el Tribunal de Justi­

cia , se refiera de forma explícita a esos artículos. 

Tal comportamiento nos parece motivado por un razó n esencial: 

Declarándose dispuesto por primera vez a garantizar los dere -

ch os humanos también con r espec t o a las disposiciones de l os 

Estados mi e mbros que ap liquen el derecho comunitario , el Juez de 
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Luxemburgo sinti6 quizis la necesidad de buscar "una justifica ­

ción mis global y profunda"(l 49) al naciente sistema d e protec ­

ción. 

c.3.2. El caso ROYER(lSO) 

Jean Royer -ciudadano francés con antecedentes penales- se 

traslada a Lieja para residir con su esposa, eludiendo el cumpli­

miento de las formalidades legales previstas por la legislació n 

belga en materia de registro y control de extranjeros. 

Detenido por la policía, es procesado por delitos d e entrada y 

estancia ilegal y se le ordena abandonar el país porque su com­

portamiento personal "hace juzgar su presencia peligrosa para el 

orden público", ya que "el interesado carece de permiso de resi­

dencia". 

Durante el procedimiento penal, el tribunal de primera inst a n­

cia de Lieja, pregunta a título prejudicial al Juez c o munitario 

si la omisión de las citadas formalidades por un ciudadano de un 

Estado miembro "constituye en sí un comportamiento que amenaza 

la seguridad pública y si tal comportamiento puede, por consi­

guiente, justificar una orden de expulsión o privación transit o ­

ria de libertad" ( 151 l . 

En el turno de observaciones orales ante el Tribunal de 

Justicia, el consejero jurídico de la Comisión sostuvo audazmente 

que tratindose de la restricción de un derecho fundamental, la 

solución del litigio no dependía sólo de las disposiciones del 

Tratado relativas a la libertad de circulación y establecimie nto, 

sino también del artículo 5, 1 apartado f) d e l "Conv e ni o e uropeo " 

que ratificado ~ todos los Estados miembros formaría part e 

integrante d e l derecho de la Comunidad(l52). 
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El Juez de Luxemburgo no acepta l a proposición y en abierto 

con traste con su actit ud en RUTILI(lS 3 ), resuelve ahora e l 

problema desde una óptica estrictamente comunitaria: 

"Co nsiderando ... que el derecho de los súbditos de un Estado 

mi e mbro de e ntr ar en el territorio de otro Estado miembro y de 

resid ir e n él ... constituye un derecho directamente conferido por 

el Tratado o, según los casos, por las disposiciones tomadas para 

la ejecución del mismo; que es necesario concluir que este dere-

cho se adquiere independientemente de la concesión de un título 

de residenc ia po r la autoridad competente de un Estado miembro ... 

que tratándose de un derecho adquirido en virtud del mismo Trata­

do, tal comportamiento -omisión de formalidades del control de 

extran j eros- no puede considerarse, en sí mismo, constitutivo de 

una amenaza al orden público o la seguridad pública"(lS 4 l. 

c.3.3. El caso WATSON Y BELMANN(l55) 

Lynne Watson -joven inglesa que pasa sus vacaciones con una 

familia de Milán- desaparece en extrañas circunstancias durante 

una excursión. 

Muy alarmado por el suceso, el Sr. Belmann -su anfitrión en 

Italia- acude a la comisaría más cercana para notificarlo y 

solicitar ayuda. 

La policía le comunica que de acuerdo con la legislación 

ap licable han incurrido ambos en infracción grave -susceptible 

de prisión menor y/o multa de 240.000 liras en su caso y 

detenc ión preventiva y/o 80.000 liras en el de la Srta. Watson-

por no haber declarado opor tunamente la residencia de un extran­

j ero en e l país. 

Antes de pronunciar condenas t an severas, el "pretor" de 

Milán pr egunta al Tribunal de Justicia si la reglame ntación 

na c ional e n jue go no viola las reglas comunitarias relativas a la 
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libre circulación de personas, ya que la obligación de declarar 

la estancia de un extranjero impuesta a todo súbdito italiano que 

ofrece hospitalidad, no tiene parangón en ningún otro Estado 

miembro y por tanto podría ser considerada como una flagrant e 

discriminación. 

Durante la fase oral del recurso prejudicial, el representante 

de la Comisión insiste una vez más en su tesis: 

" ... la normativa en cuestión viola los principios fundamen­

tales enunciados en los artículos 8 y 14 del Convenio europeo .. . 

el Convenio después de su ratificación por los Estados miembros, 

vincula jurídicamente en lo sucesivo a la Comunidad"(lSG). 

Más conservador, el delegado del gobierno británico subraya 

"el riesgo de confusión" e incluso de "litigio" que resultaría de 

toda superposición entre las competencias respectivas de las 

instituciones creadas por el referido Convenio y las del Tribunal 

de Justicia y añade textualmente: 

"que en lo que respecta a la cuestión de precisar en qué 

medida el Tribunal de Justicia debe salvaguardar los derechos 

fundamentales contemplados por el Convenio ... hay que distinguir 

entre la acción de la Comunidad y la de los Estados. Estos Últi­

mos que además disponen de un cierto margen de apreciación para 

la aplicación del mismo no son responsables más que ante las 

instituciones previstas por dicho acuerdo"(l5 7 ). 

Por su parte, el Abogado General TRABUCCHI recuerda a l a 

Comisión en sus conclusiones generales, que el Convenio no es 

aún parte integrante del orden jurídico comunitario, sino única­

mente "fuente de inspiración"(l58)_ 

El Tribunal de Justicia ofr,ece de nuevo una solución "clásica" 

y decepciona otra vez las expectativas suscitadas por su sen­

tencia RUTILI(lS 9 ): 

"Considerando, que en cu~ nt o a la obligación impuesta a los 

residentes del Estado miembro de recepción, de comunicar a l a s 
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autoridades públicas la identidad de los extranjeros que acojan; 

que tales disposiciones dependen en lo esencial del orden interno 

del Estado y no pueden ser aprehendidas por el derecho comunita­

rio más que en la medida en que las mismas aporten una restric­

ción a la libre circulación de las personas"(l60l. 

Así, queda claro que el Juez de Luxemburgo "no. está a6n dis­

puesto a asegurar su control sobre ~ respeto ~ los Estados 

miembros del Convenio europeo en el ejercicio de las facultades 

que les son otorgadas por el derecho comunitario"(l6ll. 

d) Intento de síntesis 

Tras el examen detallado de este grupo de sentencias, 

concluir: 

podemos 

l. A pesar del alarmante silencio de los Tratados constituti-

vos, el Tribunal de Justicia ampara las garantías fundamentales 

en la medida ~ que pueda considerarlas como principios generales 

del derecho "lato sensu". 

2. Por ello, se "inspira" sobre todo de los principios gene-

rales del derecho de los Estados miembros, que deduce de: 

- los catálogos de garantías fundamentales de las constitu­

ciones nacionales; 

- los acuerdos internacionales de protección de los derechos 

humanos "aceptados" ~dichos paises. 

Entre ambas "fuentes de inspiración" parece existir una dife-

rencia de rango, ya que cualquier garantía fundamental reconoci-

da por una de las constituciones nacionales es considerada de 
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forma casi automática como un princ ipio general d e l derecho ; 

mientras que los acuerdos internac i o nales aludido s -inc luido e l 

"Convenio europeo"- no ofrecen actualmente, más ~ "indic a­

ciones11 ~ 

Justificar o criticar el acierto de esta distinció n c o n r es ­

pecto al Convenio, que ya ha sido ratificado por t od o s l o s Esta­

dos miembros, constituye un apasionante ejercicio de lógica jurí­

dica al margen del objetivo principal de este análisis . 

3. Con todo, la protección otorgada al individuo po see un 

carácter relativo y debe ser conciliada con las pe culiares exi­

gencias de la integración económica. 

En síntesis, tenemos la impresión de hallarnos ante la 

última fase del desarrollo teórico de un interesante sistema "sui 

generis" de salvaguardia de garantías fundamentales a través de 

la acción jurisprudencia!. 

Extraordinariamente ambicioso y flexible, puesto que permite 

en principio al Juez comu~itario implantar un elevado nivel de 

protección y llegar incluso a consagrar nuevos derechos fundamen­

tales de carácter específico que no estén inscritos en las 

constituciones de los Estados miembros ni en el "Conveni o 

europeo 11
; pero sujeto por otra parte, a las incertidumbres y 

avatares propios de toda evolució n casuística. 
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I. BROWNLIE: Basic documents on Human rights; Op. cit. 

(8) Consultar el "Convenio europeo para la Protección de los 
Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales" de 1 950 y sus 
Protocolos adicionales en: 

// NOTAS // 

Fundación Juan March (Madrid)



45 

CONSEIL DE L'EUROPE: Convention 
Strasbo urg ; 

européenne des 
1 980. 

Droits de 
l'Homme: Recueil de textes; 

( 9) C. A. 

le pouvoir 
COLLIARD: "La protection des Droits fondamentaux par 

judiciaire"; Op.cit . ; págs. 3-4. 

(10) P.N. DROST: Human rights as Legal rights; 
Leyden 1965; pág. 11-.-~ 

A.W. S i jthoff ; 

(11) JOZEAU - MARIGNE : "Informe al Parlamento europeo"; P.E . 
Documents de Séance n. 297/72; 28 de febrero 1973. 

(12) X: "Les Droits fondamentaux 
Annales du Marché Commun; nQ 3, 
págs. 2 1-22. 

et le citoyen européen"; en Les 
Juin - Juillet; Bruxelles 1977; 

(13) K. VASAK: "Le Droit international des Droits de l'Homme"; 
en Collected courses of the Hague Academy of International Law; 
vol.IV, n Q 140; A.W. Si .jthoff, Leyden 1976; pág. 344. 

( 14) 
cit. 

X: "Les Droits fondamentaux et le citoyen européen"; 
pág. 22. 

(15) La expresión pertenece a: 
G. BONET: "La protection des Droits des individues dans 

l'Europe communautaire"; Ponencia presentada al Coloquio de Ate­
~ "Autour du Rapport Tindemans"; Association des Instituts 
d'Etudes européennes; Genéve 1976; pág. 123. 

(16) Entre otros: 
C.F. OPHULS: "Grundzüge Europaischer Wirtschaftsverfassung" 

en Zeitschrift für das Gesamte Handelsrecht und Wirtschaftsrecht; 
nQ 124; 1962; pág . 136. --

W. HAFERKAMP: "Wirtschaftspolitik und Wirtschaftsverfassung 
in der EWG aus der Sicht der Gewerkschaften" en M6glichkeiten und 
Wege zueiner europaischen Wirtschaftsverfassung; Berlin 1964; 
pág. 177. 

C . F. OPHULS: "Zur ideengeschichtlichen Herkunft der Gemein­
schaftsverfassung" en Festschrift für ~ Hallstein; Frankfurt am 
Main 1966; pág. 387. 

L.J. CONSTANTINESCO: "La Constitution économique de la CEE" 
en Revue trimestrielle de Droit européen"; nQ 2; Paris 1977; pág. 
244~a versión castellana de este articulo se encuentra 
Derecho de~ integración; vol. IX; Méjico 1976; pág. 59. 

en: 

(17) P. PESCATORE: "Les Droits de l'Homme et l'intégration euro­
péenne" en Cahiers de Droit eur o péen; 1965; pág. 627. El "subra­
yado" nos pertenece-:--

( 18) P. PESCATORE: Ibid. pág. 630. 

(19) K. FEIGE: Der Gleichheitssatz im Recht des EWG; 
(Paul Siebeck); Juristiche Studien; Ban~ Tübingen 
9 y 32. 
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(20) P. PESCATORE: "Les Droits de l'Homme et l'intégration euro­
péenne"; .<2E...:_ cit.; pág. 630. 

( 2 1 ) P. PESCATORE: Ibid. pág. 631. 

( 2 2) 

cit. 

X: "Les Droits fondamentaux et le citoyen européen"; 

pág. 2 3. 

( 2 3) G. 
l'Europe 

X: 

BONET: "La protection 
communautaire"; ~cit. 

'
1 Les Droits fondamentaux ( 2 4) 

cit. págs. 21-22. 

des Droits des individues 
pág. 125. 

et le citoyen européen''; 

da ns 

(25) H. VON DER GROEBEN: "Uber das Problem der Grundrechte in 
der Europáischen Gemainschaft" en Festschrift für W. Hallstein; 
Frankfurt am Main 1966; pág. 226. 

( 2 6) Vid., pág. 3 de este trabajo. 

(27) ABOGADO GENERAL MAYRAS: Conclusiones presentadas en el caso 
67/74, BONSIGNORE/STADT KOLN; Sentencia del 26.2.1975; Rec. 1974; 
pág. 314. 

(28) Principio básico del derecho comunitario según los términos 
del articulo 7 del Tratado CEE, que debe materializarse en mayor 
o menor medida en cada sector de la integración conforme a los 
artículos 36; 37; 48; 52; 58; 59; 67; 75, b; 90; 92 y 95 CEE. 

Subrayando la trascendencia de esta noción en el ordena -
miento comunitario se ha observado que: 

"El Tratado de Roma no es más que la puesta en práctica del 
principio fundamental de la prohibición de la discriminación por 
razón de la nacionalidad'' 

M.G. VAN HECKE: "La notion de Discrimination" en Les as­
pects juridiques du Marché Commun; Seminario de Chaudfontaine; 22 
- 24 mayo 1958; Collection scientifique de la Faculté de Droit de 
la Université de Liége 1958; pág. 128. 

(29) Principio básico del derecho comunitario según el articulo 
3, c) del Tratado de Ro~a, que se concreta en las "cu~tro liber­
tades" del Mercado Común enunciadas por los artículos 9; 48; 52; 
58 y 67 CEE. 

Destacando la intima relación existente entre las ideas de 
no discriminación ~re circulación se ha considerado a la 
mencionada en último lugar como ''una reglamentación especifica 

del principio fundamental que prohibe las discriminaciones por 
razón de la nacionalidad'': 

J. THIESING: "Diskriminierungen und Subventionen" en Zehn 
Jahre Rechtsprechung ~ Gerichtshofs der Europaischen Gemein­
schaf ten; Europáische Arbeitstagun, K6ln; vom 24. bis 26. April 
1963; Carl Heymanns Verlag K.G.; K6ln/Berlin/Bonn/München 1965; 
pág. 248. 

( 3 o) p . 

péenne"; 
PESCATORE: "Les Droits de l'Homme et l'intégration euro­
.<2.E'..:. cit.; pág. 646. 

// NOTA S // 

Fundación Juan March (Madrid)



47 

( 31 ) P. PESCATORE: Ibid.; pág. 646. 

( 3 2) Cfr., 
al Parlamento 
nQ 79, IX/65; 

Alocución del Presidente de la Comisión W. HALLSTEIN 
europeo; Diario oficial de las CEE (J.O.); Débats , 
pág. 221. 

( 3 3) Una interesante exposición sintética del desarroll o de esta 
doctrina se encuentra en: 

J. V. LOUIS: L'ordre 
"Perspectives 
págs. 90-94. 
llano. 

européennes 11
; 

Recientemente 

juridique communautaire; Col lect i o n 
Commission des CEE; Bruxelles 1 979 ; 

ha aparecido una edicción e n caste-

( 3 4) Sentencia del 15.7.1964; caso 6/64; COSTA/ENEL; Rec. 1 964; 
pág. 1160. Las "negrillas" nos pertenecen. 

El carácter "revolucionario" de esta decisión judicial fué 
destacado, entre otros, por: 

M. WAELBROECK: "T he application of EEC Law by National 
Courts" en Stanford Law Review; 1 967; págs. 1 248 y 1 265. 

(35) Sentencia del 9.3.1978; caso 106/77, SIMMENTHAL; Rec. 1978; 
pág. 629. Comentarios realizados por: 

A . BARAV: Cahiers de Droit européen; 1978; pág. 260. 
W. J. GANSHOF VAN DER MEERSCH: Revue de Droit international ----

et de Droit comparé; 1978; pág. 24 . 

(36) Incluso en el caso de que la disposición nacional sea poste­
rior o no haya sido declarada nula y sin efectos por el legisla­
dor o un Tribunal constitucional. En este sentido: 

M. WAELBROECK: "Le róle de la Cour de Justice dans la mise 
en oeuvre du Tr~ité CEE" en Cahiers de Droit européen; 1982; pág. 
374. 

( 3 7) M. WAELBROECK: Ibid.; pág. 374. 

(38) Es decir, en la continua participación de los gobiernos 
nacionales en el Co ns ejo de las Comunidades - supremo órgano 
político y legislativo- ya que las competencias atribuidas a la 
Asamblea o Parlamento europeo son aún muy reducidas. 

( 39) p. 

péenne 11
; 

PESCATORE : 
Op. cit.; 

"Les Droits de l'Homme et l'intégration 
págs. 638-641. 

euro-

(40) Ch. SASSE: "La protection des Droits fondamentaux dans la 
Communauté européenne"; Op. cit.; págs. 300-301. El "subrayado" 
nos pertenece. 

( 41) Vid. pág. 3 de este trabajo. 

(42) P.H. TEITGEN : "La protection des Droits fondam e ntau x dans 
la jurisprudence de la Cour de Justice des Communautés e ur opée n­
nes" en L'adhésion des Communautés européennes ! la Conve n t ion 
européenne des Droits de l'Homme; Centre d'Etudes européennes; 
Université Catho lique -ae Louvain, Fondation Paul Henri Spaak; 
Bruylant/Vander; Bruxelles 1981; págs. 21-22. 
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En el mismo sentido, consultar la interesante "lista teóri­
ca" de los artículos del "Con venio europeo para la Protección de 
los Derechos del Hombre" que podrían ser "afectados" por el 
desarroll o de las competencias comunitarias según: 

C.D. EHLERMANN : Ibid., págs. 63-64. 

(43) El articulo 79, 3 de la ·~rundgesetz" declara inamovible la 
protección de las garantías fundamentales; mientras que el 24, 1 
permite la adhesión de la RFA a las organizaciones internacio­
nales que protejan dichas garantías. 

El articulo 11 de la Constitución italiana está redactado 
en términos similares. Para más detalles corisultar: 

J. DE ESTEBAN : Const i tuciones españolas y 
Biblioteca politica Taurus; vol. II; Madrid 1977; 
582-583 . 

extranjeras ; 
págs. 527 y 

(44) BARILE: "Rapporti fra no.rme primarie comunitarie e norme 
constituzionali e primarie italiane"; en La Comunitá internazio­
nale ; 1 9 66; vol. 21; págs. 14-28. 

SACERDOTI: L-efficacia del diritto delle Comunitá europ e e 
nell - ordinamento giuridic o italiano; Milano-1966; pág. 148. -

CARSTENS: "Der Rang europlischer Verordnungen gegenQb e r 
deutschen Rechtsnormen"; en Festschrift Otto Reise; Karlsruh e 
1964; págs . 65-81; especialmente pág. 77. 

GORNY : Verbindli c hk e it der Bundesgrundrechte bei der Anwen­
dung von Gemeinschaftsrecht durch deutsche Staatsorgane; Ber lin 
1969; pág. 150. 

RITTERSPACH : "Das s upranationale Recht und die nationalen 
Verfassungsgerichte"; en Festschrift Gebhard Müller; Tübing e n 
1970; págs. 301-321; especialmente pág. 309. 

RUPP: "Grundrechte und das Europ&ische Gemeinschaftsrecht"; 
Neue Juristische Wochenschrift; 1970; págs. 353-359, especial-
mente pág. 359. 

SCHAWAIGER: "Zum Grundrechtsschutz gegenüber den Europlis­
chen Gemeinschaften"; Neue Juristische Wochenschrift; págs . 975-
980, especialmente pág.---g:]g. 

( 45) Vid., págs. 6-7 de este trabajo . 

(46) Esta especial "hipersensibilidad" ítalo-germana. ha sido 
atribuida primordialmente a la trágica experiencia histórica 
vivida en ambos paises bajo regimenes totalitarios, asi como al 
hecho de que ambas constituciones reconocen un completo catálogo 
de Derechos fundamentales y prevén incluso un Tribunal constitu­
cional para su salvaguardia. En este sentido: 

P. PESCATORE : "Fundamental rights and Freedoms in the sys­
tem of the European communities" en American Jo~rnal of Compara­
tive Law; 1970; pág. 344. 

M. ZULEEG: "Fundamenta l rights and the Law of the Eur o pean 
communities" en Common Market Law Review; 1971; pág. 448. 

(47) Cfr., 
1964; págs. 

sentencia del 7.3.1964 
16-19. 
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(48) Cfr., 
pAg. 8. 

sentencia del 27.12.196• en Il Foro italiano; 1965; 

(49) Sentencia del 18-27.12.1973. Traducción francesa : 
X : "Jurisprudence" en Gazette du Palais; 1974; pAg. 114. 
Para una referencia detallada: 
J.V. LOUIS: L ' ordre juridigue communautaire; Op. cit. ; 
pAg . 96. 

(50) Sentencia del 18.10.1967. Analizada por : 
L.J. BRINKHORST y H.G. SCHERMERS: Judicial remedies in th e 

European communities; Kluwer; Deventer/New York 1969; pAg. 15 4. 

(51) Sentencia del 29.4.1974; Entscheidungen des Bundes v erfas­
sungsgerichts ; vol. 37/1974; nQ 1-3; decisión 18; pAg. 271. 

Traducción italiana: 
X: .!..!_ Diritto negli Scambi internazionali; 1974, n Q 2-3; 
pág. 277. 
Comentarios en : 
Neue Juristische Wochenschrift; 1974; pAg. 

Droit européen ; 1975¡ pAg. 149. Europarecht¡ 
~áische Grundrecht Zeitschrift; 1974; pAg. 5. 

1697. Cahiers de 
1975; pAg. 150 . 

(52) J.V. LOUIS: L'ordre juridigue communautaire; QE....:_ cit.; pág. 
97 . No obstante, el Tribunal alemán c o nsideró el reglament o 
comunitario en litigio compatible con la "Grundgesetz" . 

(53) Sentencia del 4.2.1959; caso 1/58, FRIEDRICH STORK ET CIE / 
HAUTE AUTORITE DE LA CECA; Rec. 1959¡ págs. 43-73 . 

(54) !bid.; considerando 4 a)¡ págs. 62-63. 

(55) Sentencia del 15 . 7.1960¡ casos 36 , 37, 38 / 59 y 40/59, 
COMPTOIRS DE VENTE DU CHARBON DE LA RUHR/HAUTE AUTORITE DE LA 
CECA; Rec. 1960; pAgs. 857-902. Comentario por: 

I-.~-SAMKALDEN: Sociaal-Economische Wetge v ing Europa; 1961, 
nQ 10; págs. 295-299. 

(56) Ibid.; pAgs 890-891. 

(57) ABOGADO GENERAL LAGRANGE: Conclusiones presentadas en los 
casos 36, 37, 38/59 y 40/59 citados; Rec. 1960; pág. 910. 

(58) Sentencia del 1.4 . 1965; 
AUTRES/COMMISSION DE LA CEE¡ 

(59) !bid.; pAg . 296. 

caso 40 / 64, MARCELLO SGARLATA 
Rec. 1965; págs. 279-306. 

ET 

(60) P.H. TEITGEN: "La protection des Droits fondam e ntaux dans 
la jurisprudence de la Co ur de Justice des Co mmunautés européen­
nes"; QE....:_cit.; pág. 24. 

(61) M. HILF : "The protection of Fundamental rights in the Commu­
nity• en European Law and the individual ¡ Francis Geoffrey J a ­
cobs¡ Amsterdam/New--york/Oxford 1976; pág. 148. 
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(62) P. PESCATORE: "Les Droits de l'Homme et l'intégration euro­
péenne"; Op. cit.; pág. 637. 

(63) G. COHEN-JONATHAN: "La Cour des Communautés européennes et 
les Droits de l'Homme" en Revue du Marché Commun; París 1978; 
págs. 83-84. 

(64) Sentencia del 12.11.1969; caso 29/69, ERICH STAUDER/VILLE 
D'ULM-SOZIALAMT; demande de décision préjudicielle formée par le 
Verwaltungsgericht Stuttgart; Rec. 1969; pág. 425. Comentarios: 

págs. 41-47. C.D . EHLERMANN: Europarecht; 1970, nQ 1; 
G. MEIER: Deutsches Verwaltungsblatt; 
614-615. 

1970, nQ 16; págs. 

N. CATA LANO: 
205-206. 

Il Foro italiano; 1969, nQ 12, part 4; págs. 

( 65) Literalmente, "auf ihren Namen ausgestellten Gutschein er-
halten konnen". 

( 66) Sentencia del 12 . 11. 1969; caso 29/.69 citado; considerandos 
3, 4, 6; Rec. 1969; págs. 424-425. 

(67) H.G. PETERSMANN: "The protection of Fundamental rights in 
the European communities"; Op. cit.; pág. 189. 

(68) Sentencia del 12.11 .1969; 
7; Rec. 1969; pág. 425. 

caso 29/69 citado; considerando 

(69) Sentencia del 17.12.1970; caso 25/70, EINFUHR UND VORRATS­
STELLE FUR GETREIDE UND FUTTERMITTEL/KOSTER, BERODT ET CO; de­
mande de décision préjudicielle formée par le Hessischer Verwal­
tungsgerichtshof; Rec. 1970; pág. 1161. Comentarios: 

C.D. EHLERMANN: Europarecht; 1 971, nQ3; págs. 250-261 
P. SCHINDLER: Deutsches Verwa ltungsblatt; 1971, nQ 9; págs. 
356-359. 
Sentencia del 17.12.1970; caso 26/70, EINFURH UND VORRATS­

STELLE FUR GETRE IDE UND FUTTERMITTEL/FA GUNTHER HENCK; demande de 
décision préjudicielle formée par le Hessischer Verwaltungsge­
richtshof; Rec. 1970; pág. 1183. 

El tratamiento de este caso se identifica tan fidedignamen­
te con e l precedente que ~ análisis ~ hace innecesario. 

( 7 o) Sentencia del 17.12.1970; caso 25/70 citado; Rec. 1 970; 
pág. 1166. 

( 71 ) !bid.; considerando 22; pág. 1176. 

(72) Sentencia del 4.2.1959; caso 1/58 citado, (STORK); Rec. 
1959; págs. 43-73. 

(73) Sentencia del 15.7.1960; casos 36, 37, 38/59 y 40/59, ci-
tados, (COMPTOIRS DE VENTE); Rec. 1960; págs . 857-902. 

(74) Sentencia del 1.4.1965; caso 40/64 citado, (SGARLATA); Rec. 
1 965; págs. 279-306. 
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( 7 5) Vid., págs. 9-10 de este trabajo. 

(76) A. BLECKMANN: "Verfassungsrechtli c hes Kompetenzbild des 
nationalen Richters und innerstaatliche Anwendbarkeit des Art. 95 
EWG-Vertrag" en Europarecht; 1975; pág. 122. 

K. SCHWAIGER: "Zum Grundrechtsschutz gegenüber den e u ro ­
paischen Gemeinschaften" ; en Neue Juristiche Wo chenschrift; 1 970; 
pág. 976. 

(77) Vid., pág . 16 de este trabajo. 
Conf lictos de este tipo no eran infrecuentes en esos mom en­

tos. Otro famoso ejemplo fué la sentencia del Bundesfinanzhof del 
10.7.1968, comentada entre otros por : 

P. PESCATORE: "La protection des Droits fondamentaux par l e 
pouvoir judiciaire"; Op.cit.; pág. 13. 

Ch. PHILIP: "La Cour de Justice des Communautés européennes 
et la protection des Droits fondamentaux dans l'ordre juridique 
communautaire" en Annuaire francais de Droit international; Cen­
tre National de la Recherche Scientifiq~vol. XXI; París 1975; 
pág. 396. 

(78) Para una exposición sumaria consultar preferentemente : 
J.V. LOUIS: L'ordre juridique communautaire; Op. cit.; 

págs. 71-90. 

(79) Sentencia del 5.2.1963; 
1963; pág. 5. 

caso 26/62, VAN GEND & LOOS; Rec. 

( 80) Ch. PHILIP: "La Cour de Justice des Communautés 
et la protection des Droits fondamentaux dans l'ordre 
communautaire"; Op. cit.; pág. 388. 

européennes 
juridique 

( 81) 
2 3. 

Sentencia del 5.2.1963; caso 26/62 citado; Rec. 1963; pág. 

(82) W. LORENZ: "General principles of Law: their elaboration in 
the Court of Justice of the European communities" en The American 
journal ~ Compara ti ve Law; 1 964; págs. 1 -2. 

(83) El artículo 215, CEE dispone: 
"La responsabilidad contractual de la Comunidad estará 

regulada por la ley aplicab l e al co ntrat o en cuestión. En mat eria 
de responsabilidad extracontractual, la Comunidad deberá repar ar 
los daños causados por sus instituciones o sus agentes en el 
ejercicio de sus funciones, de conformidad con los princip ios 
generales comunes a los derechos de l os Estados miembros". 

M. MEDINA Y OTROS: Trataaos--¡;jndacionales de la s Comuni-
dades europeas; Colección "Fuentes del Derecho comunitario"; 
Consejo Superior de Investigaciones Científicas, "Instituto Fran­
c i sco de Vitoria"; Madrid 1976; pág. 186. El "subrayado" n os 
pertenece. 

(84) Los artículos 164 y 173, CEE establecen respectivam en t e: 
"El Tribunal de Justicia garantizará el resp eto del derech0 

en la interpretación y aplicación del presente Tratado-.-.-
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"El Tribunal de Justicia ejercerá el control de la legali­
dad de los actos del Consejo y de la Comisión que no sean reco­
mendaciones o dictámenes. A tal fin, será competente para pronun­
ciarse sobre los recursos por incompetencia, quebrantamiento de 
las formas sustanciales, violación del presente Tratado o de 
cualquier regla de derecho relativa ~ su aplicación o abuso de 
poder, interpuestos por un Estado miembro, el Consejo o la Comi­
sión 11

• 

M. MEDINA Y OTROS: págs 167 y 170. El "subrayado" 
nos pertenece. 

(85) Vid., pág. 12 de este trabajo. 
Un interesante inventario de la jurisprudencia sobre los 

Principios generales del Derecho ha sido realizado por: 
P. PESCATORE: "Les Droits de l'Homme et l'intégration euro­

péenne"; QE.:_ cit.; págs. 643-644. 
A.G. TOTH: "Sources of Community Law: General principles of 

Law" en Legal protection of individuals in the Eur o pean communi­
ties; vol. I; The individual and Community Law; North Holland 
Publishing Co.; Amsterdam/New York / Ox ford 1980; págs . 86-94. 

( 86) Sentencia del 12.11 . 1 969; caso 29/69 citado; Rec. 1 969; 
pág. 425. 

( 87) Sentencia del 17.12.1970; caso 25/70 citado; Rec. 1 970; 
pág. 1161. 

Sentencia del 17 . 12.1970; caso .26/70 citado; Rec. 1 970; 
pág. 11 83. 

(88) P. PESCATORE: "Le recours dans la jurisprudence de la Cour 
de Justice des Communautés européennes A de~ normes déduites de 
la comparaison des droits des Etats membres" en Revue int e rnatio ­
nale de Droit comparé; 1980; pág. 340, nota 8. 
--- -:P.~CATORE: "La protection des Droits fondamentaux par 
le pouvoir judiciaire"; Ponencia para el VII Congreso de la FIDE; 
Op. cit.; pág 465, littera a). ----

(89) Oportunamente se observó que resulta a veces muy dificil 
precisar la naturaleza de l o s Principios generales y determinar 
el "grupo" especifico al que pertenecen: 

W.J. GANSHOFF VAN DER MEERSCH: "Les Commuoautés européennes 
et les Principes ginéraux du Droit" en Recueil des cours de 
l'Académie ~ Droit internati o nal de la Haye; vol. 148; Sijthoff 
and Noordhoff; 1978; págs. 147, nota 480 y 166-167 . 

( 90) W.J. GANSHOFF VAN DER MEERSCH: Ibid. ; págs. 145 y 164. 

(91) Sentencia del 17.12.1970; caso 11/70; INTERNATIONALE HAN­
DELSGELLSCHAFT MBH/EINFUHR UND VORRATSSTELLE FUR GETREIDE UND 
FUTTERMITTEL; demande de décision préjudicielle formée par le 
Verwaltungsgericht de Frankfurt; Rec. 1970; págs. 1125-1141. 
Comentario por: 

H. RITTSTIEG: Aussenwirtschaftsdients des Betriebs-Bera­
ters; 1 971, nQ4; págs. 1 83-1 85. 
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( 92) Vid., pág. 16 de este trabajo. 

( 93) Vid., pág. 11-13 de este trabajo. 

(94) Sentencia del 17.12.1970; caso 11 / 70 citado, 
NALE); considerando 3; Rec. 1 970; pág. 11 35. 

(INTERNATIO-

( 95) Ibid., considerando 4; pág. 1135. 

(96) Precisamente, esta negativa del Tribunal de Justicia llevó 
al juez germano a plantear la misma cuestión al Bundes verf as ­
sungsgericht. Para más detalles consultar: 

U. ROHS: "Germany: the application of Community Law by the 
Legislature and the Executive" en European Law Review; vo l . 1 ; 
1975-76; págs. 420-422. 

( 97) Vid., pág. 6-7 de este trabajo. 

(98) G. BEBR : Development of Judicial control of the European 
communities; Martinus Nijhoff; The Hag.ue/Boston/London, 1981; 
págs. 640-641. 

(99) P. PESCATORE: "La protection des Droits fondamentau x par le 
pouvoir judiciaire"; Op . cit.; pág . 4. 
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